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COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS

Grupo de Trabajo entre períodos de sesiones,

de composición abierta, encargado de elaborar

un proyecto de instrumento normativo

jurídicamente vinculante para la protección de

todas las personas contra las desapariciones forzadas

Ginebra, 4 a 8 de octubre de 2004

DOCUMENTO DE TRABAJO*
Preámbulo (nuevo)


Los Estados Partes [en el presente instrumento],

Recordando la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 47/133, de 18 de diciembre de 1992,

Conscientes de la extrema gravedad de la desaparición forzada, que constituye un delito y, en determinadas circunstancias, un crimen contra la humanidad, 

Decididos a luchar contra la impunidad en lo que respecta al delito de desaparición forzada, 

Afirmando el derecho de las víctimas a saber la verdad sobre las circunstancias de una desaparición forzada y la suerte de la persona desaparecida, 

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I

Artículo 1

A los efectos [del presente instrumento], se considera desaparición forzada la privación de libertad de una persona, cualquiera fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola así a la protección de la ley.

Artículo 1 bis (nuevo)

1.
Nadie puede ser sometido a una desaparición forzada.

2.
(retomado del antiguo artículo III E)  En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra situación de emergencia como justificación de la desaparición forzada.
Artículo 2 (modificado)

1.
Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para que la desaparición forzada, con arreglo a la definición del artículo 1, esté tipificada como delito en su legislación penal.
2.
Los Estados Partes adoptarán medidas equivalentes cuando los actos definidos en el artículo 1 son cometidos por personas o grupos de personas que no cuentan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado. 

Artículo 2 bis (nuevo)


La práctica generalizada o sistemática de la desaparición forzada constituye un crimen de lesa humanidad y entraña las consecuencias previstas por el derecho internacional.

Artículo 3 (reestructurado)

Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para perseguir y castigar a quienes cometieran desapariciones forzadas o colaboren en su comisión.

1.
Se castigará:

a)
A los autores de una desaparición forzada y a los que se hagan cómplices de la misma; 

b)
La tentativa de desaparición forzada;

c)
La asociación para cometer una desaparición forzada.

2.
Se castigará igualmente:

a)
A quienes ordenaran o propusieran la comisión de ese delito, ya sea consumado o en grado de tentativa, o facilitaran la comisión de dicho delito, ya sea consumado o en grado de tentativa, aportando su ayuda, su concurso o cualquier otra forma de asistencia, incluso suministrando los medios para su comisión o tentativa de comisión;

b)
Al superior jerárquico que: 


i)
Supiera que sus subordinados cometían o iban a cometer una desaparición forzada o que deliberadamente se abstuviera de tener en cuenta informaciones que lo indicaran claramente, y que


ii)
No tomara todas las medidas necesarias y razonables a su disposición para prevenir o hacer cesar la desaparición forzada, o para reprimir su ejecución o ponerla en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.

3.
(antiguo artículo 6)  No podrá invocarse una orden de un superior jerárquico o de una autoridad pública para justificar la desaparición forzada.
Artículo 4

1.
Los Estados Partes considerarán la desaparición forzada delito punible con penas apropiadas, que tengan en cuenta su gravedad.

2.
Los Estados Partes podrán establecer:

a)
Circunstancias atenuantes para los que, habiendo sido partícipes en la comisión de un acto de desaparición forzada, contribuyan efectivamente a la reaparición con vida de la persona desaparecida o permitan esclarecer casos de desaparición forzada o identificar a los responsables de un delito de desaparición forzada; 

b)
(completado)  Circunstancias agravantes, especialmente en caso de deceso de la víctima, o para quienes fuesen hallados culpables de la desaparición forzada de mujeres encintas, menores u otras personas particularmente vulnerables.

Artículo 5 (modificado)

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2 bis,

1.
Todo Estado Parte que aplique un régimen de prescripción en lo que respecta a las desapariciones forzadas tomará las medidas necesarias para que el plazo de prescripción de la acción penal: 

a)
Sea largo y proporcionado a la extrema gravedad de este delito;  

b)
Se cuente a partir del momento en que cesa el delito de desaparición forzada y la suerte de la persona desaparecida haya sido aclarada.

2.
El plazo de prescripción de la medida penal prevista en el párrafo 1 quedará en suspenso mientras que, en un Estado Parte, toda víctima de una desaparición forzada carezca de un recurso efectivo.

Artículo 6 (retomado en el artículo 3, párrafo 3)

Artículo 7 (suprimido)

Artículo 8 (suprimido)

Artículo 9 (reestructurado y modificado)

1.
Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para instituir su jurisdicción con respecto a una desaparición forzada:

a)
Cuando el delito haya sido cometido en cualquier territorio bajo su jurisdicción o a bordo de un buque que navegue bajo pabellón de ese Estado o en una aeronave que, en el momento de los hechos, portase matrícula de ese Estado; 

b)
Cuando el presunto autor del delito es uno de los nacionales de ese Estado o una persona apátrida que reside habitualmente en su territorio;

c)
Cuando la persona desaparecida es uno de los nacionales de ese Estado y el Estado lo estima apropiado.

2.
Los Estados Partes adoptarán igualmente las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre una desaparición forzada cuando el presunto autor de la infracción se encontrase en cualquier lugar de su territorio, salvo si lo extraditase o lo entregase a otro Estado, o lo transfiriere a una jurisdicción penal internacional cuya competencia haya reconocido. 

3.
[El presente instrumento] no excluye ninguna jurisdicción penal ejercida de conformidad con las leyes nacionales.

Artículo 10

1.
Todo Estado Parte en cuyo territorio se encuentra una persona de la que se supone que ha cometido una desaparición forzada, si tras examinar la información de que dispone, considera que las circunstancias lo justifican, procederá a la detención de dicha persona o tomará otras medidas necesarias para asegurar su presencia.  La detención y demás medidas se llevarán a cabo de conformidad con las leyes de tal Estado Parte y se mantendrán solamente por el período que sea necesario a fin de permitir la iniciación de un procedimiento penal o de extradición.

2.
El Estado Parte que haya adoptado las medidas contempladas en el párrafo 1 procederá inmediatamente a una investigación de los hechos.  Informará a los Estados Partes que pudieran ejercer su jurisdicción de conformidad con el párrafo 1 del artículo 9, de las medidas adoptadas en aplicación del párrafo 1 del presente artículo, especialmente la detención y las circunstancias que la justifican, y de las conclusiones de su investigación, indicándoles si tiene intención de ejercer su jurisdicción.

3.
La persona detenida de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo podrá comunicarse inmediatamente con el representante correspondiente del Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante del Estado en que habitualmente resida.

Artículo 11

1.
El Estado Parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la persona de la cual se supone que ha cometido una desaparición forzada, si no procede a su extradición, o a su devolución a otro Estado o a su transferencia a una instancia penal internacional cuya jurisdicción haya reconocido, someterá el caso a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento.

2.
Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a cualquier delito común de carácter grave, de acuerdo con la legislación de tal Estado.  En los casos previstos en el párrafo 2 del artículo 9, las reglas en materia de prueba aplicables al enjuiciamiento y condena no serán en modo alguno menos estrictas que las aplicables en los casos previstos en el párrafo 1 del artículo 9.

3.
(modificado)  Toda persona encausada por una desaparición forzada será juzgada por una jurisdicción competente, independiente e imparcial, establecida con arreglo a derecho y que respete las garantías de un proceso equitativo.

4.
(nuevo)  Toda persona encausada en relación con una desaparición forzada recibirá garantías de un trato justo en todas las fases del procedimiento.

Artículo 12 (modificado)

1.
Los Estados Partes asegurarán a cualquiera que sostenga que alguien ha sido objeto de desaparición forzada el derecho a denunciar los hechos ante una autoridad competente, la cual procederá de inmediato a hacer una investigación exhaustiva e imparcial.  Se tomarán medidas adecuadas, en su caso, para asegurar la protección del denunciante, los testigos, los allegados de la persona desaparecida y los defensores, así como de los que participan en la investigación, contra cualesquiera malos tratos o intimidación en razón de la denuncia presentada o de cualquier declaración realizada.
2.
Siempre que haya motivos razonables para creer que una persona ha sido objeto de desaparición forzada, el Estado Parte remitirá el asunto a la autoridad a que hace referencia el párrafo 1, para que inicie una investigación, aun cuando no se haya presentado ninguna denuncia formal.

3.
(nuevo) Los Estados Partes velarán por que la autoridad competente a que se hace referencia en el párrafo 1:

a)
Disponga de las competencias y los recursos necesarios para llevar a cabo la investigación, incluida la comparecencia de personas sospechosas o testigos;

b)
Esté al tanto de las informaciones necesarias para su investigación; 

c)
Tenga acceso a cualquier lugar donde se sospeche la presencia de una persona desaparecida.

4.
(antiguo artículo 6, párrafo 4, completado)  Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para prevenir y sancionar los actos que puedan obstaculizar el desarrollo de las investigaciones.  Se asegurarán, en particular, de que las personas de las que se supone que han cometido una desaparición forzada no estén en condiciones de influir en el curso de las investigaciones, ejerciendo presiones y actos de intimidación o de represalia sobre el denunciante, los testigos, los allegados de la persona desaparecida y sus defensores, así como las personas que participan en la investigación.

5.
(nuevo)  La investigación prevista en el presente artículo se realiza de conformidad con los principios internacionales en materia de investigaciones en caso de violación de los derechos humanos, torturas, búsqueda de personas desaparecidas, exámenes forenses e identificaciones.

Artículo 13 (modificado)

1.
A efectos de extradición entre Estados Partes, la desaparición forzada no será considerada delito político, delito conexo a un delito político ni delito inspirado en delitos políticos.  En consecuencia, una demanda de extradición fundada en un delito de este tipo no podrá ser rechazada por este motivo. 

2.
La desaparición forzada estará comprendida de pleno derecho entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición celebrado entre Estados Partes antes de la entrada en vigor [del presente instrumento].
3.
Los Estados Partes se comprometen a incluir la desaparición forzada entre los delitos susceptibles de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí con posterioridad. 

4.
Todo Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado, si recibe de otro Estado Parte con el que no tiene tratado al respecto una solicitud de extradición, podrá considerar [el presente instrumento] como la base jurídica necesaria para la extradición en lo relativo a la desaparición forzada.

5.
Todo Estado Parte que no subordine la extradición a la existencia de un tratado reconocerá la desaparición forzada como susceptible de extradición.

6.
La extradición estará, en todos los casos, subordinada a las condiciones exigidas por el derecho del Estado Parte requerido o por los tratados de extradición aplicables, inclusive, en especial, a las condiciones sobre la pena mínima exigida para la extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede rechazar la extradición, o sujetarla a determinadas condiciones.

7.
Ninguna disposición [del presente instrumento] debe interpretarse en el sentido de obligar al Estado Parte requerido a que conceda la extradición si éste tiene razones serias para creer que la demanda ha sido presentada con el fin de procesar o sancionar a una persona por razones de género, raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas, o que, al aceptar la demanda, se causaría un daño a esta persona por una de estas razones.

Artículo 14 (modificado)
1.
Los Estados Partes se prestarán todo el auxilio posible en lo que respecta a cualquier investigación o procedimientos penales relativos a una desaparición forzada, inclusive el suministro de todas las pruebas necesarias para el proceso que obren en su poder.

2.
El auxilio estará subordinado a las condiciones previstas en el derecho interno del Estado Parte requerido o en los tratados de auxilio judicial aplicables, inclusive, en particular, en lo relativo a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede denegar la concesión del auxilio o someterla a condiciones.

Artículo 15 (modificado)

Los Estados Partes cooperarán entre sí y se prestarán todo el auxilio posible para asistir a las víctimas de las desapariciones forzadas y en la búsqueda, localización y liberación de las personas desaparecidas y, en caso de fallecimiento, en la exhumación, la identificación de la persona desaparecida y la restitución de sus restos.

Artículo 15 bis (antiguo artículo 21)

1.
Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución o extradición de una persona a otro Estado cuando haya razones de peso para creer que corre el riesgo de ser objeto de una desaparición forzada.
2.
A los efectos de determinar si existen esas razones, las autoridades competentes tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinentes, inclusive, cuando proceda, la existencia, en el Estado de que se trate, de un conjunto de sistemáticas violaciones graves, flagrantes o masivas de los derechos humanos o del derecho humanitario.

Artículo 16 (reestructurado y modificado; cf. Artículo 16 bis)
1.
Los Estados Partes, en su legislación:


a)
Designarán a los agentes del Estado facultados para ordenar privaciones de libertad; 


b)
Determinarán las condiciones en las cuales tales órdenes puedan ser dadas; 

c)
Garantizarán que toda persona privada de libertad sea mantenida únicamente en lugares oficialmente reconocidos y controlados; 

d)
Garantizarán el acceso de las autoridades judiciales a los lugares de privación de libertad;

e)
Garantizarán a las personas privadas de libertad en cualquier circunstancia, el derecho a interponer un recurso ante un tribunal para que éste determine sin demora la legalidad de su privación de libertad y ordene su puesta en libertad si esa medida fuera ilegal.

2.
Los Estados Partes mantendrán uno o varios registros oficiales actualizados de las personas privadas de libertad.  Esa información versará al menos sobre:

a)
La identidad de la persona privada de libertad;

b)
La autoridad que ordenó la privación de libertad;

c)
La autoridad bajo cuyo control la persona privada de libertad se encuentra;

d)
El día y la hora de la admisión en el lugar de detención y la autoridad responsable de dicho lugar;

e)
El día y la hora de la puesta en libertad o de la transferencia hacia otro lugar de detención, el destino y la autoridad encargada de la transferencia. 

Artículo 16 bis

1.
Los Estados Partes garantizarán a la persona privada de libertad y a sus allegados, a sus representantes legales, a sus abogados y a las personas autorizadas por ellos, así como a toda persona que pueda demostrar tener un interés legítimo, acceso a las informaciones siguientes, como mínimo:

a)
Autoridad ante la cual la persona ha sido remitida;

b)
Autoridad que ordenó la privación de libertad;

c)
Autoridad bajo la cual se encuentra la persona privada de libertad;

d)
Lugar donde se encuentra la persona privada de libertad, también en caso de traslado;

e)
Fecha y lugar de la puesta en libertad;

f)
Estado de salud y, en caso de deceso, las circunstancias y causas del deceso.

2.
Se adoptarán, llegado el caso, medidas adecuadas para garantizar la protección de las personas a las que se refiere el párrafo 1, así como de quienes participen en la investigación, ante cualquier maltrato, intimidación o sanción en razón de la búsqueda de información  sobre una persona privada de libertad.
3.
(nuevo)  A fin de no atentar contra la vida privada de las personas concernidas, las informaciones proporcionadas con arreglo al párrafo 1 del presente artículo deberán ser adecuadas y pertinentes en lo que hace al objetivo perseguido, y no deberán utilizarse para fines distintos de la búsqueda de la persona privada de libertad. 

Artículo 17


Sin perjuicio del examen de la legalidad de una privación de libertad, el Estado Parte garantizará a los allegados de la persona privada de libertad o de la persona desaparecida, a sus representantes legales, a sus abogados y a toda persona autorizada por la persona privada de libertad o por la persona desaparecida o por sus allegados, así como a cualquier otra persona con interés legítimo, derecho a un recurso rápido y efectivo para obtener en un plazo breve las informaciones previstas en el artículo 16 bis. Ese derecho a un recurso no podrá ser suspendido o limitado bajo ninguna circunstancia. 

Artículo 18 (completado)
Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para que la puesta en libertad de una persona se haga con arreglo a modalidades que permitan verificar con certeza que ha sido efectivamente puesta en libertad.  Los Estados Partes adoptarán asimismo las medidas necesarias para asegurar la integridad física y el pleno ejercicio de sus derechos a las personas en el momento en que sean puestas en libertad, sin perjuicio de las obligaciones a las que puedan estar sujetas con arreglo a la ley. 

Artículo 19

Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para prevenir y sancionar las siguientes prácticas:

a)
Las dilaciones o la obstrucción del recurso previsto en el artículo 17;

b)
El incumplimiento de la obligación de registrar toda privación de libertad, así como la consignación de información cuya inexactitud el agente encargado del registro oficial conoce o debería conocer;

c)
La negativa de un agente del Estado a proporcionar información sobre una privación de libertad o el suministro de una información inexacta, incluso en el caso de que se cumplan las condiciones que marca la ley para proporcionar dicha información.

Artículo 20 (completado)
1.
Los Estados Partes velarán por que la formación del personal civil o militar encargado de la aplicación de la ley, del personal médico, de los funcionarios y de otras personas que puedan intervenir en la custodia o tratamiento de las personas privadas de libertad incluya la enseñanza y la información necesarias sobre las disposiciones [del presente instrumento], a fin de:

a)
Prevenir la implicación de esos agentes en desapariciones forzadas;

b)
Subrayar la importancia de la prevención y de las investigaciones en materia de desapariciones forzadas;

c)
Procurar que se reconozca la urgencia de la resolución de los casos de desaparición forzada.

2.
Los Estados Partes prohibirán las órdenes o instrucciones que dispongan, autoricen o alienten las desapariciones forzadas.  Los Estados garantizarán que la persona que rehúse acatar una orden de esta naturaleza no sea sancionada. 

3.
Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para que, cuando las personas a las que se refiere el párrafo 1 que tengan razones para creer que se ha producido o está a punto de producirse una desaparición forzada, informen a sus superiores y, cuando sea necesario, a las autoridades u órganos de control o recurso competentes. 

Artículo 21 (integrado en el artículo 15 bis)

Artículo 22 (modificado y completado)
1.
A los efectos [del presente instrumento], se entiende por víctima la persona desaparecida y toda persona física que haya sufrido un perjuicio directo a consecuencia de esta desaparición.

2.
Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para que las víctimas tengan conocimiento de la verdad sobre las circunstancias de la desaparición forzada y la suerte de la persona desaparecida.  Adoptarán, en especial, las medidas necesarias para la búsqueda, localización y puesta en libertad de las personas desaparecidas y, en caso de fallecimiento, la restitución de sus restos. 

3.
Los Estados Partes garantizarán a la víctima de una desaparición forzada el derecho a obtener una reparación rápida, equitativa y adecuada por los daños que se le han causado. 

4.
El derecho a la reparación a que se hace referencia en el párrafo 3 incluye la indemnización íntegra por los daños materiales y morales.  Puede incluir también en especial:

a)
La restitución;

b)
La readaptación;

c)
La satisfacción; 

d)
El restablecimiento de la dignidad y la reputación.

5.
Sin perjuicio de la obligación de continuar con la investigación hasta dilucidar la suerte de la persona desaparecida, los Estados Partes tomarán las medidas necesarias en relación con la situación jurídica de las personas desaparecidas cuya suerte no haya sido aclarada y de sus allegados, en esferas tales como la protección social, las cuestiones financieras, la custodia de los hijos y los derechos de propiedad. 

Artículo 23 (completado)
1.
Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para prevenir y reprimir penalmente:

a)
El secuestro o la apropiación de niños víctimas de desaparición forzada, de niños cuyo padre o cuya madre son víctimas de una desaparición forzada, o de niños nacidos durante la cautividad de su madre, víctima de desaparición forzada;

b)
La falsificación o destrucción de documentos que atestigüen la verdadera identidad de los niños mencionados en el apartado a).

2.
Los Estados Partes adoptarán medidas necesarias para buscar e identificar a los niños mencionados en los apartados a) y b) del párrafo 1. 

Artículo 24

Los Estados Partes se prestarán asistencia mutua en la búsqueda, identificación y localización de los niños a los que hace referencia el artículo 23.

Artículo 25

1.
Cuando el niño víctima de un secuestro o apropiación en las condiciones enunciadas en el apartado a) del artículo 23 sea localizado en el territorio de un Estado Parte, la cuestión de su eventual restitución a su familia de origen se regirá, bien por la ley nacional de ese Estado Parte, o bien por el acuerdo bilateral o multilateral que lo vincule a cualquier otro Estado en el que resida la familia de origen.

2.
En toda circunstancia, el interés superior del niño constituirá una consideración primordial y el niño con capacidad de discernimiento tendrá derecho a expresar libremente su opinión, que será debidamente valorada en función de su edad y madurez.

PARTE II

Artículo II 0 (nuevo)

1.
Un [órgano de seguimiento] garantiza el seguimiento de la puesta en marcha del presente instrumento y del respeto por los Estados Partes de sus compromisos. 

2.
Los miembros del [órgano de seguimiento] se beneficiarán, en el ejercicio de su mandato, de los privilegios e inmunidades enunciados en la Convención sobre los Privilegios e Inmunidades de las Naciones Unidas.

3.
Los Estados Partes se comprometen a cooperar con el [órgano de seguimiento] y a prestar asistencia a sus miembros en el ejercicio de su mandato. 

Artículo II-A (modificado)
1.
Los Estados Partes presentarán al [órgano de seguimiento], por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, un informe relativo a las medidas que hayan adoptado para dar efecto a las obligaciones que han contraído en virtud [del presente instrumento], dentro del plazo de un año a contar desde la entrada en vigor [del presente instrumento] en el Estado Parte de que se trate.

2.
El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes a todos los Estados Partes.

3.
Cada informe será estudiado por [el órgano de seguimiento], el cual podrá hacer los comentarios, las observaciones, las recomendaciones y las advertencias que considere oportunos. El Estado Parte interesado recibirá comunicación de los comentarios, observaciones, recomendaciones y advertencias a los que podrá responder, por iniciativa propia o a petición [del órgano de seguimiento].

Artículo II-B (modificado)
1.
[El órgano de seguimiento] podrá entender de toda petición interpuesta por un Estado Parte, los allegados de la persona desaparecida, sus representantes legales, sus abogados y las personas autorizadas por ellos, así como toda persona que pueda demostrar tener un interés legítimo, dirigida a buscar y localizar a una persona desaparecida en el sentido del artículo 1.

2.
Si considera que la petición presentada en virtud del párrafo 1 no carece manifiestamente de fundamento, no constituye un abuso de derecho y no es incompatible con las disposiciones [del presente instrumento], [el órgano de seguimiento] solicitará al Estado Parte que le proporcione, en un plazo que determine, información sobre la situación de dicha persona. 

3.
Habida cuenta de la respuesta suministrada por el Estado Parte interesado de conformidad con el párrafo 2, [el órgano de seguimiento] transmitirá a este último una recomendación o una advertencia.  Podrá instarle también a adoptar medidas adecuadas y a presentarle un informe, en un plazo que determine.

4.
[El órgano de seguimiento] establecerá las conclusiones de su investigación y las pondrá en conocimiento del Estado Parte al que se le haya solicitado información y del autor de la demanda mencionada en el párrafo 1. 

5.
El procedimiento previsto en el presente artículo es confidencial.
Artículo II-C

1.
Si estima que, para responder a la solicitud que ha recibido, de conformidad con el artículo II-B, es indispensable desplazarse al territorio de un Estado Parte bajo cuya jurisdicción se encontraría la persona desaparecida, [el órgano de seguimiento] puede pedir a uno o a varios de sus miembros que procedan a una misión de investigación y le informen urgentemente. El o los miembros [del órgano de seguimiento] a cargo de la misión podrán estar acompañados, si fuera necesario, por intérpretes, personal de secretaría y expertos.  Ningún miembro de la delegación, con excepción de los intérpretes, podrán ser nacionales del Estado Parte al que se efectúe la visita.

2.
[El órgano de seguimiento] notificará por escrito al Estado Parte de que se trate su intención de organizar una misión de investigación e indicará la composición de la delegación.  El Estado Parte dará a conocer sin tardanza [al órgano de seguimiento] su acuerdo o su oposición a la misión de investigación en el territorio sobre el que ejerce su jurisdicción. 

3.
Si el Estado Parte al que se le haya solicitado información concede su aprobación a la misión de investigación, ofrecerá [al órgano de seguimiento] todas las facilidades necesarias para el desarrollo de esa misión.  [El órgano de seguimiento] podrá, en especial:

a)
Visitar los lugares que considere necesarios para buscar y localizar a la persona desaparecida;

b)
Entrar en contacto libremente con todas las personas que, a su juicio, puedan proporcionar información útil sobre la suerte de la persona desaparecida;

c)
Llamar a su presencia a la persona que, según se alega, ha sido objeto de una desaparición forzada y conversar con ella sin testigos y de forma confidencial.

4.
[El órgano de seguimiento] pondrá las observaciones hechas durante su misión de investigación en conocimiento:

a)
Del Estado Parte en cuyo territorio se ha llevado a cabo la misión de investigación;

b)
Del autor de la petición mencionada en el párrafo 1 del artículo II-B.

5.
El procedimiento previsto en el presente artículo es confidencial.  
Artículo II C bis (nuevo)

1.
Si [el órgano de seguimiento] recibe una comunicación presentada por los allegados de una persona desaparecida, sus representantes legales, sus abogados o las personas autorizadas por ellos, así como toda persona que pueda demostrar tener un interés legítimo, en la que se exponga que un Estado Parte ha faltado gravemente a sus compromisos en virtud del [del presente instrumento], podrá intervenir salvo en el caso de que: 
a)
La comunicación esté insuficientemente motivada, o manifiestamente desprovista de fundamento; 
b)
Esa misma cuestión esté siendo examinada en otro órgano internacional de investigación o de solución; 
c)
El denunciante no haya agotado todas las vías de recurso efectivo de la jurisdicción interna.
2.
Si considera que la comunicación es conforme a las condiciones fijadas en el párrafo 1, [el órgano de seguimiento] transmite al Estado Parte concernido esta comunicación y le pide que le solicite, en un plazo que habrá de fijar, sus observaciones y comentarios. 
3.
A la vista de la respuesta del Estado Parte, [el órgano de seguimiento] puede decidir:
a)
Archivar la comunicación; 

b)
Continuar su examen; 

c)
Dirigir al Estado Parte una recomendación. 

4.
[El órgano de seguimiento] pone fin al procedimiento mencionado en el presente artículo comunicando al Estado Parte y al autor de la comunicación las conclusiones de su investigación. 
6.
El procedimiento previsto en el presente artículo es confidencial.  
Artículo II C ter (nuevo)


Si [el órgano de seguimiento] recibe información que, a su juicio, parezca indicar de forma fundamentada que la desaparición forzada se practica de forma generalizada o sistemática en el territorio de un Estado Parte, podrá pedir la intervención del Secretario General de las Naciones Unidas, tras haber solicitado del Estado Parte concernido toda información pertinente sobre esta situación y sobre las medidas adoptadas para poner fin de inmediato a dicha práctica. 

Artículo II D (integrado en el artículo II O, párrafo 2)

Artículo II-E (completado)
1.
La competencia [del órgano de seguimiento] sólo se extiende a las privaciones de libertad que se hayan iniciado con posterioridad a la fecha de entrada en vigor [del presente instrumento].

2.
Si un Estado pasa a ser Parte [del presente instrumento] tras la entrada en vigor de éste, sus obligaciones para con [el órgano de seguimiento] sólo afectarán a las privaciones de libertad que se hayan iniciado con posterioridad a la entrada en vigor [del presente instrumento] en el Estado Parte de que se trate.

3.
(nuevo)  Los Estados Partes pueden, en todo momento, declarar que reconocen al [órgano de seguimiento], en lo que les afecta, competencia en relación con las desapariciones forzadas que se iniciaran con anterioridad a la entrada en vigor [del presente instrumento]. 
Artículo II-F (modificado)

1.
[El órgano de seguimiento] presentará un informe anual sobre sus actividades en virtud [del presente instrumento] a los Estados Partes y a la Asamblea General de las Naciones Unidas.

2.
(nuevo)  Si los procedimientos emprendidos en virtud de los artículos II B y II C bis ponen de manifiesto un rechazo manifiesto a cooperar del Estado Parte afectado o no se traducen en ningún resultado efectivo, [el órgano de seguimiento] podrá decidir hacer pública una observación relativa a la cuestión o a la situación a la que se ha enfrentado.

3.
(nuevo)  La publicación de la observación a la que hace referencia el párrafo 2 del presente artículo debe ser previamente anunciada por el Estado Parte concernido y acompañarse de respuestas, comentarios u observaciones transmitidas por el Estado Parte al [órgano de seguimiento] en el plazo que éste haya fijado.  
PARTE III

Artículo III-O (antiguo artículo 2, apartado 2)


[El presente instrumento] se entenderá sin perjuicio de cualquier instrumento internacional o legislación nacional que contenga o pueda contener disposiciones de mayor alcance.  

Artículo III-O bis (nuevo)


Las informaciones personales, inclusive los datos médicos o genéticos, que se transmiten en el marco de la búsqueda de una persona desaparecida no pueden ser utilizadas para fines distintos de la búsqueda de la persona desaparecida.

Artículo III-A

1.
[El presente instrumento] estará abierto a la firma de [...].

2.
[El presente instrumento] estará sujeto a ratificación por [...].  Los instrumentos de ratificación serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

3.
[El presente instrumento] quedará abierto a la adhesión de [...].  La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo III-B

1.
[El presente instrumento] entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado el [enésimo] instrumento de ratificación o de adhesión.

2.
Para cada Estado que ratifique [el presente instrumento] o se adhiera a él después de haber sido depositado el [enésimo] instrumento de adhesión, [el presente instrumento] entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que ese Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo III-C

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a todos los Estados que hayan firmado [el presente instrumento] o se hayan adherido a él:

a)
Las firmas, ratificaciones y adhesiones recibidas con arreglo al artículo III-A;

b)
La fecha de entrada en vigor [del presente instrumento] con arreglo al artículo III-B.

Artículo III-D

Las disposiciones [del presente instrumento] serán aplicables a todas las partes componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna.

Artículo III-D bis (nuevo)

1.
Los Estados, tras la firma, ratificación o adhesión, podrán declarar que [el presente instrumento] se hará extensivo a todo el territorio del que es responsable por lo que a las relaciones internacionales se refiere.  Esta declaración será efectiva cuando [el presente instrumento] entre en vigor para el Estado Parte en cuestión. 
2.
En todo momento, esta ampliación de la jurisdicción podrá ser objeto de una notificación al Secretario General de las Naciones Unidas, y tendrá efecto a contar de (...) después del día en que el Secretario General reciba esta notificación.
Artículo III-E (integrado en el artículo 1 bis, párrafo 2)

Artículo III-F

[El presente instrumento] se entiende sin perjuicio de las disposiciones del derecho internacional humanitario, inclusive las obligaciones que incumben a las Altas Partes contratantes de los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y de sus Protocolos adicionales de 8 de junio de 1977, o de la posibilidad que tiene todo Estado Parte de autorizar al Comité Internacional de la Cruz Roja a visitar los lugares de detención en los casos no previstos por el derecho internacional humanitario.

Artículo III-G

1.
Todo Estado Parte en [el presente instrumento] podrá proponer enmiendas o depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes en [el presente instrumento], pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y someterlas a votación.  Si, en el plazo de cuatro meses a partir de la fecha de la comunicación, un tercio al menos de los Estados Partes se declara a favor de la convocación, el Secretario General convocará la conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas.  Toda enmienda adoptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes en la conferencia será sometida por el Secretario General a todos los Estados Partes para su aceptación.

2.
Una enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor cuando haya sido aceptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes [en el presente instrumento], de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales.

3.
Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones [del presente instrumento] y por las enmiendas anteriores que hayan aceptado.

Artículo III-H

1.
[El presente instrumento], cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

2.
El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá copias certificadas [del presente instrumento] a todos los Estados.

-----
* Indicaciones como "nuevo", "reestructurado", etc., tienen por objeto facilitar la comparación con el documento E/CN.4/2004/WG.22/WP.1/Rev.1, de 1º de diciembre de 2003.








